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                            Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Buenos Aires,  13 de junio de 2006

RES. Nº 427 /2006

VISTO:


El expediente Nº 340/05 (SCD-152/05-0) del registro de la Comisión de Disciplina y Acusación, y

CONSIDERANDO:


Que se inician las presentes actuaciones con motivo de la denuncia formulada ante este Consejo por la Procuradora General de la Ciudad de Buenos Aires,  el día 8 de septiembre de 2005 (fs. 39/41).


Que la mencionada denuncia se refiere a la actuación del Dr. Roberto Andrés Gallardo - interinamente a cargo del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 9 - en el marco del expediente Nº 17.378/0 caratulado “Montenegro Patricia Alejandra y otros c/ GCABA s/ amparo”.


Que asimismo, la Dra. Alejandra Tadei acompaña la denuncia penal por abuso de autoridad (Art. 248 del CPN) efectuada contra el magistrado de marras que quedara radicada en el Juzgado Nacional en lo Correccional Nº 2 (fs. 25/36).



Que mediante dictamen de la Comisión de Discipina y Acusación  N° 36/2005 de fecha 17 de octubre se propuso al Plenario que ordene la apertura del sumario administrativo a fin de investigar los hechos denunciados (fs. 102).


Que en razón de ello, este Plenario de Consejeros de fecha 28 de diciembre de 2005 resolvió ordenar la apertura del sumario administrativo a fin de investigar la conducta del Dr. Roberto Andrés Gallardo (Res. CM Nº 1150/2005 obrante   a fs. 108/109).


Que mediante actuaciones Nº 1.838/06 obrantes a fojas 111/113, la Dra. Dora Nanci Olivieri, titular de la Fiscalía Nacional en lo Correccional Nº 2, informa que la causa Nº 41.880/05 fue remitida al Juzgado Nacional en lo Correccional Nº 8, el día 24 de octubre del 2005 con pedido de declaración indagatoria para el Dr. Roberto Andrés Gallardo. A su vez, el 17 de marzo del corriente año, el Dr. Pablo Gustavo Laufer, titular del Juzgado antes mencionado, hizo saber a la Comisión de Disciplina y Acusación que se fijó audiencia para recibirle declaración indagatoria para el día 22 de marzo.


Que por Resolución  CDyA  Nº 14/2006 del 10 de abril del corriente año - obrante a fs. 184/185 - se suspendió el procedimiento del sumario hasta tanto se resolviera la situación procesal en la causa penal antes mencionada.


Que a través de las actuaciones Nº 7.302/06 el Dr. Gallardo pone en conocimiento de la Comisión que ha sido sobreseído en los autos de marras y adjunta copia de la resolución que resuelve su situación procesal (fs. 191/200). 


Que a fin de establecer si la resolución adjuntada se encontraba firme, el Dr. Omar Melich, Secretario Letrado de la Comisión de Disciplina y Acusación, se comunicó telefónicamente con el Juzgado y Fiscalía intervinientes y certificó que la resolución que sobresee al Dr. Roberto Andrés Gallardo se encuentra firme y la causa archivada.


Que en la resolución que dispone el sobreseimiento del Dr. Gallardo, el magistrado sostiene que no tiene por acreditada la existencia de la presencia del elemento subjetivo - dolo - requerido para configurar el tipo delictivo previsto en el Art. 248 del Código Penal de la Nación (figura de abuso de autoridad).


Que en cuanto a la imputación que determinó la indisponibilidad provisional de colocaciones financieras a los fines de la eventual traba de embargos, el Sr. Juez en la resolución sostiene que dicha medida no constituyó embargo, ni pudo haber afectado el giro ordinario de administración, ya que los fondos en cuestión son superávit acumulados tendientes a efectuar previsiones para afrontar potenciales déficits futuros.


Que por lo expuesto en los considerandos que anteceden es que el magistrado correccional dispuso sobreseer al Dr. Roberto Andrés Gallardo de los hechos por los que había sido formalmente indagado.


Que en ese estado y habiendo tomado conocimiento que la resolución judicial se encontraba firme y la causa penal archivada, la Comisión de Disciplina y Acusación entiendió que producido el hecho que motivó la suspensión de las presentes actuaciones correspondía avocarse al estudio de los hechos que se ponderan y las valoraciones que el Juez de la causa encontró para arribar  al decisorio.


Que del análisis de los elementos reunidos en esta causa, se concluyó que el sistema jurídico de garantías funcionó y puso remedio a lo que se entendía resuelto, contrariando a una correcta y debida interpretación del derecho a aplicar en el caso concreto, valoración que es compartida por este Plenario.  


Que en tal sentido, resulta apropiado volver a citar la doctrina que dice que “nuestra organización judiciaria, humana y previsora, reposa sobre la base del posible error judicial, y a ello obedecen los recursos que consagra la ley contra las decisiones que se estiman equivocadas por las partes (...) el error no puede incriminarse porque es independiente de la voluntad humana (...) y la sociedad y la ley no podrán exigir un juez infalible” (Parry, Adolfo A., “Facultades Disciplinarias del Poder Judicial”, ED. Jurídica Argentina, Buenos Aires, 1939, Pág. 337 y sgtes.).


Que por ello,  tambien compartimos el criterio adoptado por el Juez Correccional, que: “...mas allá de los consensos que dicha medida pudiera generar, es del caso precisar que la decisión, amen de revisable, no aparece como irreflexiva, arbitraria...”


Que en cuanto a la existencia de un interés antijurídico, la Comisión  coincidió con la resolución judicial en cuanto entiende que no hubo intención de violar la ley  -esto es no hay voluntad de cometer abuso de autoridad- debiéndose  concluir que solo estamos en presencia de una  actividad cuestionada, que se sume en el acierto o no de la  interpretación tanto del derecho aplicable como del rol de juez, en un  escenario complejo según resulta de la existencia de conflictos que ventilan intereses de alta sensibilidad social y especial tratamiento porque involucran derechos que tanto el ordenamiento jurídico local, nacional e internacional, han entendido que merecen trato particular que protege la condición humana. En igual sentido nos expresamos.


Que por otra parte, la medida cuestionada, más allá que pueda ser o  no compartida en sus fundamentos, no se encuentra taxativamente prohibida por el reglamento correspondiente y además es absolutamente revisable en la Alzada.


Que en suma, aún cuando resultaran erróneas algunas de las actuaciones conforme se menciona en la denuncia, ello no constituye un obstáculo para desestimar  la aplicación de una sanción, por cuanto las facultades disciplinarias se limitan a lo estrictamente administrativo. No puede inmiscuirse, directa o indirectamente, en la competencia jurisdiccional.  En otros términos, las sanciones disciplinarias  apuntan a que el Cuerpo “logre disciplina en el cumplimiento de las reglas ordenatorias para la administración del universo de conflictos, no para la decisión de un conflicto determinado,  ni para imprimir una determinada línea  a los actos procesales”  (Kemelmajer de Carlucci, Aída “ El Poder Judicial en la Reforma Constitucional”, en A.A.V.V., Derecho constitucional de la reforma 1994, Instituto de Estudios Constitucionales y Políticos, Mendoza 1995, T. II, pag. 275).


Que en ese orden de ideas es que, debe tenerse en cuenta que la situación originada por las resoluciones dictadas por el Dr. Gallardo tuvieron remedio procesal, toda vez que las mismas fueron recurridas por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en parte revocadas por la Cámara.


Que cabe resaltar, tal como lo expresa el Juez de la causa, “que los hechos ventilados en el presente sumario, sin perjuicio de su notoriedad y de un desaconsejable protagonismo por parte del imputado, no resultan la demostración de que el nombrado haya querido, mediante sus resoluciones afectar el bien jurídico tutelado”, es decir, no hubo intencionalidad de afectar el normal desenvolvimiento de la gestión del ejecutivo local ni la división de poderes.


Que por último, con fecha 1º de junio del corriente, la Comisión de Disciplina y Acusación concluyó su dictamen recomendando a este Plenario de Consejeros la desestimación de la denuncia y el archivo de las presentes actuaciones.


Por ello, en función de las atribuciones conferidas por el Art.116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Ley Nº 31 y Resolución CM Nº  384/2003, 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Artículo 1º: Desestimar la denuncia que motivó las presentes actuaciones y proceder a su  archivo.

Artículo 2º: Regístrese, notifíquese al Juez Roberto Gallardo, titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 2, comuniquese a la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires, pase a la Secretaría de la Comisión de Disciplina y Acusación y oportunamente, archívese.

RESOLUCIÓN  CM Nº  427 /2006

           Carla Cavaliere    
              
               
 
    María Magdalena Iráizoz 

                Secretaria



       Vicepresidenta a cargo de la Presidencia
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